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SENTENCIA 

 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 6 de agosto de 2024. 

 El señor Luis De La Paz Ortiz (señor De La Paz o apelante), acude 

ante nosotros solicitando la revocación de una Sentencia emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Bayamón, (TPI), el 10 de 

mayo de 2024.1 En el contexto de una acción iniciada por el señor De La 

Paz contra su patrono, Greinger Caribe Inc., (Greinger, el patrono o 

apelado), por presuntamente haberle despedido de manera injustificada 

como un acto en represalia, mediante la referida Sentencia el foro 

primario acogió una Moción de sentencia sumaria presentada por el 

patrono, desestimando la causa de acción en su contra. 

 El señor De La Paz juzga que el tribunal a quo se equivocó al 

disponer de manera sumaria la demanda presentada. No coincidimos, 

procede confirmar. 

 

 
1 Notificada el 13 de mayo de 2024. 
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I. Resumen del tracto procesal  

  El 16 de marzo de 2023, el señor De La Paz instó una querella 

contra su patrono-Greinger, al amparo de la Ley Núm. 115-1991,2 y la 

Ley Núm. 80-1976.3 En lo esencial, aseveró que fue empleado a tiempo 

indeterminado de Greinger desde octubre de 2003, hasta el 9 de enero de 

2023, fecha esta última en que fue sorpresivamente despedido. Sostuvo 

que durante el término de su empleo se desempeñó eficiente y 

diligentemente, llegando a ser el encargado del área de ventas al 

Gobierno de Puerto Rico, lo que fue reconocido por el patrono en varias 

ocasiones. No obstante, continuó alegando el señor De La Paz, que el 

patrono intentó quitarle arbitrariamente clientes claves, acción que lo 

ponía en función desventajosa al momento de cumplir con las metas de 

venta asignadas. Adujo que tal intento del patrono, de quitarle las 

referidas cuentas, no se materializó porque éste le reclamó al respecto.  

  Con todo, siguió alegando el señor De La Paz, en el 2022 Grainger 

lo despojó de las cuentas importantes que tenía a su cargo, a pesar de 

que las atendía de manera satisfactoria y generaban un alto volumen de 

ventas. Despojado de tales cuentas, el patrono le asignó otras cuyo 

volumen de crecimiento no comparaban con las anteriores, 

imponiéndole, además, el cumplimiento de unas cuotas de ventas 

arbitrarias. Adujo, además, haber sido puesto en un proceso de 

evaluación por su desempeño, lo que causó que cuestionara a Greinger 

las razones para ello, pues existían otros vendedores que no lograban 

alcanzar las cuotas impuestas, pero no eran puestos en el mismo 

proceso. Añadió que no pudo alcanzar las cuotas de venta irrazonables 

que le fueron impuestas, lo que resultó en su despedido. Por lo descrito, 

concluyó que su despido fue una actuación injustificada y represiva por 

 
2 29 LPRA sec. 194(b). 
3 29 LPRA sec. 185a et seq.  
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parte de Greinger, que tuvo como causa el haberse quejado del proceso 

de evaluación al que fue sometido. 

      Ante lo alegado, Greinger presentó Contestación a querella. En lo 

esencial, sostuvo que el despido del señor De La Paz fue por justa causa, 

al mostrar un patrón de desempeño deficiente, ineficiente, 

insatisfactorio, pobre, tardío o negligente. Sostuvo que, luego de meses 

de coaching y retroalimentación sobre su desempeño y plan de 

mejoramiento continuo, el apelante continuó incumpliendo con las metas 

trazadas, sin observar mejoramiento. Añadió que el señor De La Paz no 

presentó una queja formal, por lo que no hubo una actividad protegida 

que reclamar bajo la Ley Núm. 115-1991. 

  Concluido el descubrimiento de prueba, Greinger instó una Moción 

de sentencia sumaria. En esta propuso unos ochenta y dos hechos como 

incontrovertidos, con alusión a la prueba documental que 

presuntamente los establecían, la cual anejó, además de discutir el 

derecho que juzgaba procedente. Finalmente, en el mismo escrito 

argumentó sobre las razones por las cuales procedía la desestimación 

sumaria de la Querella presentada en su contra. Tal como lo había hecho 

en su Contestación a querella, Greinger sostuvo con la prueba 

documental que incluyó que el despido del apelante fue por una justa 

causa, que explicó, y este carecía de una causa de acción bajo la Ley 

Núm. 115-1991, en tanto no había ejercido una de las actividades 

protegidas que podía dar lugar a la protección de dicho estatuto. 

  En respuesta, el apelante presentó Oposición a solicitud de 

sentencia sumaria. En este escrito el apelante enumeró cada uno de los 

hechos propuestos como incontrovertidos por Greinger, admitiendo 

algunos y oponiéndose a otros, con alusión a la prueba documental que 

entendía servía a tal propósito, que proveyó. A renglón seguido concluyó 

haber establecido que persistían hechos medulares en controversia, que 
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solo podían ser dilucidados en juicio plenario, y ninguno de los hechos 

propuestos por el patrono derrotaban las causas de acción invocadas. 

  Luego de que Greinger presentara una Réplica a la Oposición a 

sentencia sumaria, y, a su vez, el apelante instara Dúplica a Réplica, el 

TPI emitió la Sentencia desestimatoria de la causa de acción promovida 

por el señor De La Paz, a la que aludimos en nuestra introducción, 

declarando Ha Lugar la moción dispositiva presentada por el patrono. 

Mediante su dictamen el foro primario acogió los hechos medulares 

propuestos por Greinger como incontrovertidos en la moción de 

sentencia sumaria, concluyendo que el apelante no había logrado 

controvertir las causas que fueron presentadas como justificantes de su 

despido. El tribunal a quo acotó no haber acogido el planteamiento del 

apelante sobre el presunto despido arbitrario y caprichoso, sino que 

dicho desenlace fue el resultado de un proceso llevado a cabo por el 

patrono, en el que se le concedieron oportunidades para mejorar su 

desempeño, pero aun así esto no ocurrió. 

  En desacuerdo, el señor De La Paz acude ante nosotros 

imputándole al TPI haber cometido el siguiente error: 

  Erró el TPI al emitir sentencia sumaria, habiéndose 

establecido controversias de hechos esenciales y la 
aplicación selectiva por parte del patrono. 

 

  En respuesta, Greinger presentó ante nosotros oportuno Alegato en 

oposición a apelación de Luis De La Paz Ortiz. 

II.  Exposición de Derecho 

A.  Sentencia Sumaria 

El propósito de las Reglas de Procedimiento Civil es proveer a las 

partes que acuden a un tribunal una “solución justa, rápida y económica 

de todo procedimiento”. 32 LPRA Ap. V, R.1; González Santiago v. Baxter 

Healthcare, 202 DPR 281, 290 (2019); Roldán Flores v. M. Cuebas, 199 

DPR 664, 676 (2018); Rodríguez Méndez v. Laser Eye, 195 DPR 769, 785 
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(2016), Oriental Bank v. Perapi, 192 DPR 7, 25 (2014). La sentencia 

sumaria hace viable este objetivo al ser un mecanismo procesal que le 

permite al tribunal dictar sentencia sobre la totalidad de una 

reclamación, o cualquier controversia comprendida en ésta, sin la 

necesidad de celebrar una vista evidenciaria. J. A. Echevarría Vargas, 

Procedimiento Civil Puertorriqueño, 1era ed., Colombia, 2012, pág. 218. 

Procede dictar sentencia sumaria si “las alegaciones, deposiciones, 

contestaciones a interrogatorios y admisiones ofrecidas, en unión a las 

declaraciones juradas y alguna otra evidencia si las hubiere, acreditan la 

inexistencia de una controversia real y sustancial respecto a algún hecho 

esencial y pertinente y, además, si el derecho aplicable así lo justifica”. 

González Santiago v. Baxter Healthcare, supra, pág. 291; Roldán Flores v. 

M. Cuebas, supra; Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation, 194 DPR 209, 

225 (2015), SLG Zapata-Rivera v. J. F. Montalvo, 189 DPR 414, 430 

(2013).  

Por el contrario, no es “aconsejable utilizar la moción de sentencia 

sumaria en casos en donde existe controversia sobre elementos 

subjetivos, de intención, propósitos mentales o negligencia, o cuando el 

factor credibilidad es esencial y está en disputa”. Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200, 219 (2010).4 Este mecanismo está disponible 

para la disposición de reclamaciones que contengan elementos subjetivos 

únicamente cuando no existan controversias de hechos esenciales y 

pertinentes. Rodríguez García v. Universidad Albizu, 200 DPR 929, 940 

(2018), Velázquez Ortiz v. Mun. de Humacao, 197 DPR 656, 661 (2017).  

El principio rector que debe guiar al juez de instancia en la 

determinación sobre si procede o no la sentencia sumaria es “el sabio 

discernimiento”, ya que si se utiliza de manera inadecuada puede 

prestarse para privar a un litigante de su día en corte, lo que sería una 

 
4 Citando a Soto v. Hotel Caribe Hilton, 137 DPR 294 (1994).  

https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=0e637c70-80ec-44d8-93fa-b4ab4a4d642f&pdsearchterms=2018tspr148&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=and&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=ae0e0498-3a85-457b-b4ee-b597bd50ee0a
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violación a su debido proceso de ley. Mun. de Añasco v. ASES et al., 188 

DPR 307, 327-328 (2013). Ello, pues la mera existencia de “una 

controversia de hecho es suficiente para derrotar una moción de 

sentencia sumaria… cuando causa en el tribunal una duda real y 

sustancial sobre algún hecho relevante y pertinente”. Pepsi-Cola v. Mun. 

Cidra et al., 186 DPR 713, 756 (2012). Se considera un hecho esencial y 

pertinente, aquél que puede afectar el resultado de la reclamación acorde 

al derecho sustantivo aplicable. Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 

213.  

Por otra parte, es esencial reconocer que la Regla 36 de las de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R.36, establece de manera específica 

los requisitos de forma que debe cumplir la parte que promueve la 

moción de sentencia sumaria, así como la parte que se opone a ella. En 

lo pertinente, la parte promovente debe exponer un listado de hechos no 

controvertidos, desglosándolos en párrafos debidamente numerados y, 

para cada uno de ellos, especificar la página o el párrafo de la 

declaración jurada u otra prueba admisible que lo apoya. A su vez, la 

parte que se opone a la moción de sentencia sumaria está obligada a 

citar específicamente los párrafos según enumerados por el promovente 

que entiende están en controversia y, para cada uno de los que pretende 

controvertir, detallar la evidencia admisible que sostiene su impugnación 

con cita a la página o sección pertinente. Meléndez González, et al. v. M. 

Cuebas, 193 DPR 100, 111 (2015), SLG Zapata Rivera, v. J.F. Montalvo, 

supra, pág. 432.  

Como regla general, “para derrotar [o sostener] una solicitud de 

sentencia sumaria que la parte opositora debe presentar 

contradeclaraciones juradas y contradocumentos que pongan en 

controversia los hechos presentados por el promovente”. Ramos Pérez v. 

Univisión P.R., Inc., supra, pág. 215. Específicamente, la Regla 36.5 de 

https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=8729808b-d9d1-423a-b25e-ac5c3d428124&pdsearchterms=199dpr664&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=or&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=727af6c2-a317-481d-8b47-2c503db63a52
https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=8729808b-d9d1-423a-b25e-ac5c3d428124&pdsearchterms=199dpr664&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=or&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=727af6c2-a317-481d-8b47-2c503db63a52
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Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R.36.5, establece que: “[l]as 

declaraciones juradas para sostener u oponerse a la moción se basarán 

en el conocimiento personal del (de la) declarante. Contendrán aquellos 

hechos que serían admisibles en evidencia y demostrarán 

afirmativamente que el(la) declarante está cualificado(a) para testificar en 

cuanto a su contenido”.  32 LPRA Ap. V, R.36.5; Roldán Flores v. M. 

Cuebas, supra, en las págs. 677-678.  

Con respecto a la interpretación de la anterior Regla, el Tribunal 

Supremo ha resuelto que “las declaraciones juradas que contienen solo 

conclusiones, sin hechos específicos que las apoyen, no tienen valor 

probatorio, siendo, por lo tanto, insuficientes para demostrar la 

existencia de lo que allí se concluye”. Íd.; Ramos Pérez v. Univisión P.R., 

Inc., supra,  pág. 216. Más allá de contener hechos específicos sobre los 

aspectos sustantivos del caso, la declaración debe incluir “hechos que 

establezcan que el declarante tiene conocimiento personal del asunto 

declarado”. Roldán Flores v. Cuebas, supra.  

Nuestro más alto foro ha manifestado que “a menos que las 

alegaciones contenidas en la moción de sentencia sumaria queden 

debidamente controvertidas, éstas podrían ser admitidas y, de proceder 

en derecho su reclamo, podría dictarse sentencia sumaria a favor de 

quien la promueve”. Meléndez González, et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 

137.  

B. Función revisora del foro apelativo con respecto a la       

sentencia sumaria dictada por el foro primario 
 

En el caso de revisar sentencias del Tribunal de Primera Instancia 

dictadas mediante el mecanismo de sentencias sumarias o resolución 

que deniega su aplicación, nuestro Tribunal de Apelaciones se encuentra 

en la misma posición que el tribunal inferior para evaluar su 

procedencia. Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 115.  Los 

criterios a seguir por este foro intermedio al atender la revisión de una 

https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=8729808b-d9d1-423a-b25e-ac5c3d428124&pdsearchterms=199dpr664&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=or&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=727af6c2-a317-481d-8b47-2c503db63a52
https://advance.lexis.com/search/?pdmfid=1000516&crid=8729808b-d9d1-423a-b25e-ac5c3d428124&pdsearchterms=199dpr664&pdstartin=hlct%3A1%3A1&pdtypeofsearch=searchboxclick&pdsearchtype=SearchBox&pdqttype=or&pdquerytemplateid=&ecomp=v5q1k&prid=727af6c2-a317-481d-8b47-2c503db63a52
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sentencia sumaria dictada por el foro primario han sido enumerados con 

exactitud por nuestro Tribunal Supremo. Roldán Flores v. Cuebas, supra; 

Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra. A tenor, el Tribunal de 

Apelaciones debe:  

1) examinar de novo el expediente y aplicar los criterios que la Regla 
36 de Procedimiento Civil, supra, y la jurisprudencia le exigen al 
foro primario;  
 

2) revisar que tanto la moción de sentencia sumaria como su 
oposición cumplan con los requisitos de forma codificados en la 

referida Regla 36, supra;  
 

3) revisar si en realidad existen hechos materiales en controversia y, 
de haberlos, cumplir con la exigencia de la Regla 36.4 de 
Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, de exponer concretamente 
cuáles hechos materiales encontró que están en controversia y 
cuáles están incontrovertidos;  
 

4) y de encontrar que los hechos materiales realmente están 
incontrovertidos, debe proceder a revisar de novo si el Tribunal de 
Primera Instancia aplicó correctamente el Derecho a la 
controversia.  

Además, al revisar la determinación del TPI respecto a una 

sentencia sumaria, estamos limitados de dos maneras; (1) solo podemos 

considerar los documentos que se presentaron ante el foro de primera 

instancia, (2) solo podemos determinar si existe o no alguna controversia 

genuina de hechos materiales y esenciales, y si el derecho se aplicó de 

forma correcta. Meléndez González, et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 114. 

El primer punto se enfoca en que las partes que recurren a un foro 

apelativo no pueden litigar asuntos que no fueron traídos a la atención 

del foro de instancia. Mientras que el segundo limita la facultad del foro 

apelativo a revisar si en el caso ante su consideración existen 

controversias reales en cuanto a los hechos materiales, pero no puede 

adjudicarlos. Íd. en la pág. 115. También, se ha aclarado que al foro 

apelativo le es vedado adjudicar los hechos materiales esenciales en 

disputa, porque dicha tarea le corresponde al foro de primera instancia. 

Vera v. Bravo, 161 DPR 308, 335 (2004). 
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 C. Ley de Indemnización por Despido Injustificado 

 La Exposición de Motivos de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 

1976, según enmendada, conocida como Ley de Indemnización por 

Despido Injustificado (Ley Núm. 80), establece que el propósito del citado 

estatuto es proteger:  

de una forma más efectiva el derecho del obrero 
puertorriqueño a la tenencia de su empleo mediante la 

aprobación de una ley que, a la vez otorgue unos remedios 
más justicieros y consubstanciales con los daños causados 

por un despido injustificado, desaliente la incidencia de este 
tipo de despido.  

 

Exposición de Motivos, Ley Núm. 80, 29 LPRA sec. 185, et seq. Véase, 
además, SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR, a la pág. 424.  

 

 La Ley Núm. 80 aplica a aquellos empleados de comercio, industria 

o cualquier otro negocio o sitio de empleo que: (1) estén contratados sin 

tiempo determinado; (2) reciban una remuneración, y (3) sean 

despedidos de su cargo, sin que haya mediado una justa causa. Orsini 

García v. Srio. de Hacienda, 177 DPR 596, 620-621 (2009).  

 Debido a su carácter reparador, las disposiciones de la Ley Núm. 

80 deben ser interpretadas liberalmente a favor del trabajador. SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR, a la pág. 428. El Tribunal 

Supremo ha opinado en reiteradas ocasiones que,  

bajo las disposiciones de la referida Ley Núm. 80 constituye 

justa causa para el despido aquella que tiene su origen, no 
ya en el libre arbitrio del patrono, sino aquella vinculada a la 
ordenada marcha y funcionamiento de la empresa en 

cuestión.  
 

Díaz v. Wyndham Hotel Corp., 155 DPR 364, 376-377 (2001).  
 

 Sin embargo, precisa señalar que la Ley Núm. 80 no proscribe 

absolutamente la acción de despido. Íd., a la pág. 377. Los patronos 

poseen la facultad de despedir a sus empleados, por cualquier razón no 

discriminatoria. Íd. Así pues, la Ley Núm. 80 no prohíbe el despido 

arbitrario o sin causa, sino que se limita a proveerle al trabajador una 
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asistencia económica, para disuadir al patrono de ejercer su 

prerrogativa. Íd.  

Dicho curso de acción como tal se reconoce como una 
facultad o derecho que ostenta todo patrono en una sociedad 
moderna que se desarrolla y desenvuelve alrededor y a base 

de las fuerzas de libre mercado y del derecho de propiedad o 
de dirección empresarial. La disposición legislativa en 

controversia lo que le concede a la persona despedida 
injustificadamente es una compensación dirigida a ayudarlo 
económicamente durante la etapa de transición del empleo 

que ocupaba al que pueda en un futuro conseguir. De ahí 
entonces que la propia Ley Núm. 80 enumere y defina las 
circunstancias que envuelven o se consideren justa causa, 

esto con el propósito de determinar cuándo el patrono puede 
ejercer dicha prerrogativa sin tan siquiera tener que 

satisfacer la mencionada compensación o mesada.  
 

Díaz v. Wyndham Hotel Corp., 155 DPR, a la pág. 377. (Énfasis 

provisto). 
 

 El Art. 2 de la Ley Núm. 80 detalla las circunstancias que 

constituyen “justa causa”. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, a la 

pág. 424. Dichas circunstancias incluyen motivos fundamentados en la 

conducta del empleado, así como razones de índole empresarial. Íd. A 

esos efectos, dicho Art. 2 establece que “[s]e entenderá por justa causa 

para el despido de un empleado aquella que no esté motivada por 

razones legalmente prohibidas y que no sea producto del mero capricho 

del patrono”.   

 Las circunstancias representativas de justa causa, según 

enumeradas en el Art. 2 de la Ley Núm. 80, supra, constituyen meros 

ejemplos de acontecimientos asociados a un despido. De esta manera, 

reconocemos que el estatuto no puede prever el universo de incidencias 

que puedan surgir en un entorno laboral y que desemboquen en la 

cesantía de un empleado. SLG Torres-Matundan v. Centro Patología, 193 

DPR 920, 930 (2015).   

 Abundando, a pesar de que la Ley Núm. 80 no fija concretamente 

qué constituye un despido injustificado, sí menciona varios escenarios 

que liberan al patrono de responsabilidad. Algunos de estos supuestos 
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están basados en conducta atribuible al empleado, mientras que otros 

responden al cierre, reorganización o reducción de la empresa. Véase Art. 

2 de la Ley Núm. 80, 29 LPRA sec. 185b. Véanse, además: León Torres v. 

Rivera Lebrón, 204 DPR 20, 37 (2020); SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, supra. 

En lo concerniente específicamente al comportamiento del 

empleado, el esquema normativo dispone que se reputará justa causa 

para el despido si este: (1) ha exhibido un patrón de conducta impropia o 

desordenada; (2) no ha cumplido con sus labores de manera eficiente, 

ha realizado tarde o negligentemente su trabajo, o en violación a las 

normas aplicables, o (3) ha violado reiteradamente aquellas reglas y 

reglamentos razonablemente establecidos para la operación del 

establecimiento, los cuales le han sido suministrados oportunamente. 

(Énfasis provisto). Art. 2 de la Ley Núm. 80, supra; León Torres v. Rivera 

Lebrón, supra. 

La Ley Núm. 80 dispone que “[n]o se considerará despido por justa 

causa aquel que se hace por mero capricho del patrono o sin razón 

relacionada con el buen y normal funcionamiento del establecimiento”. 

Art. 2 de la Ley Núm. 80, supra. Véase, además, León Torres v. Rivera 

Lebrón, supra; González Méndez v. Acción Social et al., 196 DPR 213 

(2016).  

 D. Ley de Represalias 

La Ley Núm. 115-1991, supra, prohíbe a todo patrono despedir, 

amenazar, o discriminar contra un empleado con relación a los términos, 

condiciones, compensación, ubicación, beneficios o privilegios del empleo 

porque el empleado ofrezca o intente ofrecer, verbalmente o por 

escrito, cualquier testimonio, expresión o información ante un foro 

legislativo, administrativo o judicial en Puerto Rico. (29 LPRA sec. 

194a). (Énfasis provisto). Ello, siempre que dichas expresiones no sean 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSSTT29S185B&originatingDoc=I2150767b8e2011eb983afb2e350587c7&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&ppcid=532309c276d24d55b3b8d9341e4e9835&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
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de carácter difamatorio ni constituyan divulgación de información 

privilegiada establecida por ley. Íd.  

Para que se configure una causa de acción al amparo de la Ley 115-

1991, supra, [e]l empleado deberá probar la violación mediante evidencia 

directa o circunstancial. (29 LPRA sec. 194a). Para ello, deberá establecer 

prima facie que participó en una actividad protegida por la Ley 

115, supra, y que fue subsiguientemente despedido, amenazado o 

discriminado. Íd. Marín v. Fastening Systems, Inc., 142 DPR 499, 511 

(1997). (Énfasis provisto).  Si se probara lo anterior, el patrono deberá 

alegar y fundamentar una razón legítima y no discriminatoria para el 

despido. Íd. De así hacerlo, corresponderá al empleado demostrar que la 

razón alegada por el patrono era un mero pretexto para el despido. Íd.  

En virtud de lo antes indicado, para tener una causa de acción bajo 

la Ley 115, supra, un empleado debe probar un nexo causal entre la 

conducta del demandado y el daño sufrido, ya sea con evidencia directa o 

circunstancial, o de manera indirecta. Rivera Menéndez v. Action Services, 

185 DPR 431, 445 (2012); Feliciano Martes v. Sheraton, 182 DPR 368, 

395-396 (2011). De optar por el mecanismo indirecto, corresponderá al 

empleado establecer prima facie un caso de represalia. Feliciano Martes v. 

Sheraton, supra, pág. 393.  Esto último lo logrará si prueba que: (1) 

incurrió en una actividad o conducta protegida por ley; (2) sufrió una 

acción disciplinaria o adversa por parte del patrono; (3) existe nexo 

causal entre la conducta protegida y la acción disciplinaria o adversa del 

patrono. Íd, págs. 393-394; C. Zeno Santiago, Re-enfoque empresarial de 

las represalias en el empleo, 40 Rev. Jur. U.I.P.R. 245, 262 (2006). 

En lo pertinente, atendiendo al primero de los criterios 

enumerados, se ha dicho que no se limita a expresiones realizadas 

únicamente en procesos investigativos, sino que la protección legislada 

también se extiende al empleado con respecto a cualquier testimonio o 
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información, en cualquier foro, bajo cualquier procedimiento. Íd., a las 

págs. 394-395.  

Con relación a la exigencia de que exista un nexo causal entre la 

actividad protegida realizada por el empleado y la acción adversa 

efectuada por el patrono, nuestro ordenamiento adoptó la postura de la 

mayoría de los circuitos de la corte de apelación federal, en cuanto a la 

necesidad de demostrar la existencia de suficiente proximidad temporal 

entre ambos eventos. Feliciano Martes v. Sheraton, supra, págs. 397 - 

398. Se ha determinado que los criterios a ser evaluados como elementos 

de proximidad temporal son los siguientes: (1) si el empleado fue tratado 

de forma distinta que otros empleados; (2) si existió un patrón de 

conducta antagonista en contra del empleado; (3) si las razones 

articuladas por el patrono para fundamentar su acción adversa están 

plagadas de inconsistencias, o (4) cualquier otra evidencia que obre en el 

expediente para establecer el elemento del nexo causal. Íd; Rivera 

Menéndez v. Action Services, supra.     

La suficiencia de la proximidad temporal como prueba exclusiva de 

causalidad, dependerá de cuán cerca en el tiempo están la actividad 

protegida ejercida por el empleado y la acción adversa llevada a cabo por 

el patrono. Feliciano Martes v. Sheraton, supra, pág. 399.  Si la acción 

adversa del patrono es realizada inmediatamente después del empleado 

informarle que ha incursionado en una actividad protegida, se entiende 

que el elemento de proximidad temporal es suficiente para establecer el 

requisito de existencia de nexo causal. Sin embargo, cuando el período 

de tiempo entre el ejercicio de la actividad protegida y la acción adversa 

del patrono aumenta, el criterio de la proximidad temporal será menos útil 

para comprobar que existe un nexo causal entre ambos eventos. Íd.   

Compete aclarar que no toda acción de represalia se configura 

dentro de lo que pudiera catalogarse como poco tiempo, por lo que la 
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proximidad temporal como inferencia de causalidad, resultará 

insuficiente. De ser ese el caso, el empleado deberá demostrar elementos 

adicionales que comprueben la existencia de un nexo causal entre la 

actividad protegida y la acción disciplinaria adversa. Íd, pág. 400.  

En aquellos escenarios en que no se configure una proximidad 

temporal, el nexo causal se probará si el trabajador logra probar otros 

hechos. En virtud de ello, deberá establecer lo siguiente: (1) que fue 

tratado de forma distinta a otros empleados; (2) que existió un patrón de 

conducta antagonista en su contra; (3) que las razones articuladas por el 

patrono para fundamentar su acción adversa están plagadas de 

inconsistencias, o (4) cualquier otra evidencia que obre en el expediente 

para establecer el elemento del nexo causal. Íd. 

Lo antes indicado sólo aplica al empleado y su necesidad de 

establecer un caso prima facie por represalias. Sin embargo, si el patrono 

logra fundamentar una razón no represiva para su decisión, se requerirá 

del empleado que, por preponderancia de la prueba, se valga de factores 

adicionales a la proximidad temporal para comprobar que las razones 

articuladas por el patrono no son más que meros pretextos destinados a 

ocultar el verdadero ánimo represivo. Íd.  

  Surge de lo señalado que la protección ofrecida por la Ley Núm. 

115-1991 no es absoluta. Además, no se puede perder de perspectiva 

que en nuestro ordenamiento todo patrono puede levantar la defensa de 

justa causa cuando se le acusa de haber realizado un despido 

injustificado. García v. Darex P.R., Inc., 148 DPR 364, 380 (1999). 

III. Aplicación del Derecho a los hechos 

  Iniciamos por señalar que, aunque la parte apelante identificó un 

solo señalamiento de error en su recurso, lo cierto es que este está 

compuesto por varios señalamientos, que bien pudieron haber sido 

enumerados por separado. Por tanto, para mayor claridad en la 
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discusión de los asuntos planteados, procedemos a atender de manera 

separada cada señalamiento de los que componen al presunto único 

error alzado. 

a. 

  Comienza el apelante la discusión del señalamiento de error 

citando jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo en la que se 

enfatizó que las sentencias sumarias no son favorecidas en el campo 

laboral, por lo que no resulta aconsejable adjudicar sumariamente un 

caso cuando ello entraña escrutar elementos subjetivos, de intención, 

propósitos mentales o negligencia o cuando el factor credibilidad sea 

esencial.5   

  Tiene razón el apelante al resaltar que en la jurisprudencia aún se 

hace mención al principio de la no favorabilidad de las sentencias 

sumarias en el ámbito de controversias laborales, a la que aludió en el 

párrafo que precede. Sin embargo, el Tribunal Supremo también ha 

dejado muy claramente establecido que los tribunales no están 

impedidos de utilizar el mecanismo de la sentencia sumaria en 

reclamaciones que requieren considerar elementos subjetivos o de 

intención, cuando de los documentos a ser considerados en la solicitud de 

sentencia sumaria surge que no existe controversia en cuanto a los hechos 

materiales. Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 2000 (2010). Más aún, en 

la misma Opinión citada, que versaba sobre una controversia de derecho 

laboral, el alto Foro zanjó que el mecanismo de sentencia sumaria no 

excluye tipos de casos y realmente puede funcionar en cualquier 

contexto sustantivo. Íd. El mero hecho de que un pleito involucre 

controversias complejas no impide que este se pueda resolver 

 
5 A tales propósitos el apelante citó, entre otros, a: Alberty v. Bco. Gub. de Fomento, 149 

DPR 655 (1999); Rivera v. Dpto de Hacienda, 149 DPR 141 (1999); Piñero v. A.A.A., 146 

DPR 890 (1998); Acevedo v. Western Digital Car., 140 DPR 452 (1996).  
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sumariamente. Segarra Rivera v. Intl. Shipping Agency, Inc., 208 DPR 964 

(2022).    

  A lo anterior cabe añadir que, en la práctica, el Tribunal Supremo 

ha admitido de manera frecuente la utilización del vehículo procesal de la 

sentencia sumaria para resolver controversias laborales, a pesar de 

continuar mencionando la referida no favorabilidad de utilizarla en ese 

contexto. Véase, por ejemplo: Segarra Rivera v. Intl. Shipping Agency, Inc., 

supra; León Torres v. Rivera Lebrón, supra; González Méndez v. Acción 

Social, supra; Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation, supra; SLG Zapata-

Rivera v. JF Montalvo, supra; Ramos Pérez v. Univisión, supra.  

  En definitiva, allí donde apreciemos que los documentos 

presentados junto a la moción de sentencia sumaria sí sustentan los 

hechos medulares propuestos como incontrovertidos, no existiendo 

hechos materiales en controversia que dilucidar, y proceda dictar 

sentencia conforme al derecho sustantivo aplicable, así lo haremos, tal 

cual lo ha venido haciendo nuestro Tribunal Supremo en casos similares. 

b. 

  Como segundo asunto el apelante plantea que la moción de 

sentencia sumaria debe estar apoyada en documentos admisibles en 

evidencia, capaces de demostrar la inexistencia de controversias de tales 

hechos esenciales, además de estar debidamente autenticados.6 

  Tiene razón el apelante al identificar que la parte que presenta una 

moción de sentencia sumaria viene obligada a sustentar los hechos 

medulares que propone como incontrovertidos con prueba admisible en 

evidencia, Regla 36.3(4) de Procedimiento Civil, además de que, de ser 

incluidas declaraciones juradas, estas tendrían que estar basadas en el 

conocimiento personal del declarante, Regla 36.5 de Procedimiento Civil; 

32 LPRA Ap. V, Reglas 36.3(4) y 36.5, respectivamente. 

 
6 Recurso de apelación, pág. 14. 
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  No obstante, una vez el apelante aludió en su recurso de apelación 

a la normativa procesal que rige la admisibilidad de la documentación 

presentada junto a una moción de sentencia sumaria, no se detuvo a 

discutir, en modo alguno, qué documento o documentos en específico, de 

los incorporados a la moción de sentencia sumaria instada por Greinger, 

incumplían con dichas reglas, y las razones por las cuales debíamos 

considerarlos como inadmisibles. Sépase que los apéndices presentados 

en la moción de sentencia sumaria instada por Greinger contenían una 

diversidad de documentos como: declaraciones juradas, deposiciones, 

members handbook, evaluaciones de puestos, tablas, memorando al 

empleado, entre otros, compuestos estos por más de trecientos folios en 

total.7 ¿A cuál o cuáles de estos documentos se refería el apelante como 

inadmisibles y por qué razón? Esa información no nos fue provista. 

  Según es sabido, es norma básica de nuestro derecho procesal que 

todo escrito presentado ante un tribunal apelativo señale, discuta y 

fundamente el error o los errores que se le imputan al foro apelado o 

recurrido. Ortiz v. Holsum, 190 DPR 511, 526 (2014); Morán v. Martí, 165 

DPR 356, 366 (2005). Ver, además Regla 16(C)(1)(f) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B. Es decir, solamente 

mediante un señalamiento de error y una discusión fundamentada, con 

referencia a los hechos y las fuentes de derecho en que se sustenta, podrá 

el foro apelativo estar en posición de atender los reclamos que se le 

plantean. Íd. 

  En este caso resultaba imprescindible que la parte promovente del 

error señalado, el apelante, identificara con particularidad cuáles 

documentos no cumplían con la reglamentación procesal mencionada, 

del total que componen los apéndices incluidos en la moción de 

sentencia sumaria presentada por la parte apelada, y por qué razones 

 
7 Apéndice 3 del recurso de apelación, págs. 47-311. 
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juzgaba que no debían ser admitidos. Este ejercicio no se hizo por el 

apelante, sino que dependió de una expresión genérica a tal efecto, 

indicando que se habían incluidos documentos inadmisibles. Es decir, en 

el escrito de apelación se adujo que Greinger, incluyó prueba de 

referencia, mediante escritos de terceros, quienes no sometieron 

declaraciones juradas de naturaleza alguna,8 sin precisar cuáles 

documentos, ni el porqué de su inadmisibilidad.   

  La dilucidación de novo que nos corresponde asumir como foro 

apelativo sobre una sentencia sumaria emitida por el TPI, no excluye la 

responsabilidad del apelante de realizar una discusión fundamentada de 

los presuntos errores que señala como cometidos por el foro apelado. La 

alusión genérica hecha aquí por el apelante sobre la supuesta 

inadmisibilidad de algunos de los documentos incluidos en la Moción de 

sentencia sumaria instada por Greinger, no nos puso en posición de 

considerar tal señalamiento, pues incumplió con el mínimo requerido en 

el trámite apelativo de discutir el error señalado.   

  A raíz de lo explicado, no habremos de considerar la presunta 

inadmisibilidad de los documentos que acompañó Greinger en su Moción 

de sentencia sumaria. 

c. 

  Con relación a la causa de acción instada por el apelante por 

despido injustificado, bajo la Ley Núm. 80, el TPI concluyó en la 

Sentencia apelada que el despido no fue uno arbitrario ni caprichoso, 

sino que se realizó habiéndose demostrado un patrón de ineficiencia en 

el desempeño y baja productividad. Es decir, el foro primario adjudicó 

que el despido del señor De La Paz fue justificado. 

  Al considerar de novo la moción de sentencia sumaria instada por 

el patrono, surge que la teoría legal de este para sustentar la afirmación 

 
8 Escrito de apelación, pág. 10. 
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de que el despido del apelante fue justificado, estuvo predicada en la 

prueba documental demostrativa del incumplimiento de las metas de 

ventas que se le asignaron durante cierto periodo de tiempo, a pesar de 

habérsele dado oportunidad de mejorar sus ejecutorias a través de un 

plan de mejoramiento, performance improvement plan (PIP), coaching o 

mentorías, que no surtieron el efecto esperado. En la referida moción 

dispositiva, una vez el patrono estableció las funciones específicas del 

puesto del apelante y el proceso de evaluación, lo que incluyó el recibo de 

la información por la cual sería evaluado9, precisó sobre el 

incumplimiento de las metas de ventas por el apelante en los años 2019-

2022, junto a las acciones administrativas para que este mejorara sus 

resultados, que precedieron al despido al no detectarse adelantos en el 

desempeño.10  

  Auscultada la prueba documental incluida en la moción de 

sentencia sumaria aludida, concluimos que esta resulta suficiente en 

derecho para dejar establecidos los hechos incontrovertidos medulares 

relativos a: los procesos establecidos por el patrono para supervisar a 

sus empleados, de los cuales se le dio noticia o les fueron informados; el 

incumplimiento por este con las metas asignadas; que tales 

incumplimientos tuvieron como consecuencia un proceso de mentorías y 

mejoramiento dirigido a que el apelante lograra cumplir las metas; que, a 

pesar del referido proceso, este no logró cumplir las meta, ni se ajustó a 

las acciones que se le indicaban para mejorar; y ello fue la causa del 

despido. Por tanto, coincidimos en la apreciación de la prueba 

documental que hizo el TPI, según la plasmó en la enumeración de los 

hechos que identificó como incontrovertidos en la Sentencia apelada, los 

cuales adoptamos.  

 
9 Apéndice 3 del recurso de apelación, págs. 20-22. 
10 Íd, págs. 23-32.  
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  Más aún, al verificar la prueba documental provista por el apelante 

en su moción en oposición a sentencia sumaria, la valoramos como 

insatisfactoria para lograr controvertir los hechos medulares que le 

sirvieron al patrono para justificar el despido. Por una parte, en su 

Oposición a sentencia sumaria, el apelante no pudo presentar prueba 

documental que sirviera para impugnar las deficiencias que el patrono le 

señaló en sus ejecutorias, ante su incumplimiento con las metas, ni 

rebatió que hubiese mejorado sus ejecutorias durante el PIP, previo al 

despido. Por la otra parte, el apelante tampoco logró establecer con la 

prueba documental su teoría central de que el patrono fue selectivo en el 

proceso de mejoras con el cual fue intervenido, pues hubo otros 

empleados en posiciones semejantes que, a pesar de tampoco cumplir 

sus metas, no fueron sometidos a mentorías.   

  Sobre la última oración del párrafo que precede, valga señalar que 

el apelante trató de sustentar el referido argumento sobre selectividad a 

través del testimonio de uno de sus supervisores, el señor Carlos 

Vázquez Carrillo. Aunque lo enfaticemos, el apelante reclama haber 

establecido con la deposición que se le tomó al señor Vázquez Carrillo 

que existían otros vendedores con igual o peor desempeño al suyo, pero 

no fueron colocados en planes de mejoramiento o mentoría, ni mucho 

menos despedidos.11 De aquí que el apelante afirme que el patrono fue 

selectivo, al no aplicar de manera uniforme ni consistente sus normas 

internas para evaluar el desempeño de otros demás vendedores 

colocados en igual situación, que también incumplieron las metas.  

  Sin embargo, al examinar el testimonio del señor Vázquez Carrillo, 

al cual el apelante recurrió para establecer su teoría legal, según quedó 

plasmado en la deposición que se le tomó y fue incluida en la Oposición a 

 
11 Ver, Apéndice del recurso de apelación, Oposición a sentencia sumaria, pág. 334. 
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moción de sentencia sumaria12, juzgamos que no se logró establecer el 

alegado trato diferente en la evaluación de otros empleados en 

condiciones parecidas a la suya, presuntamente descriptivas del proceso 

distinto al que fue sujeto y terminó por provocar su despido. Las 

secciones de la deposición citada tampoco nos movieron a considerar que 

las acciones tomadas por el patrono para tratar de que el apelante 

lograra mejorar sus ventas fueran dirigidas contra este por razones 

ajenas a dicho propósito o como excusa para su despido. Por el 

contrario, la lectura completa de la sección de la deposición del señor 

Vázquez Carrillo acerca de este asunto lo que revela es que, a diferencia 

de los otros empleados que incumplieron sus metas, (que sí los hubo y 

fueron identificados por sus nombres), el apelante no solo incumplió con 

las metas, sino que tampoco cumplió con los requerimientos del patrono 

para que lograra mejorías en las metas trazadas. Al respecto, el señor 

Vázquez Carrillo explicó que se hicieron sesiones de mentoría en donde 

se le daban guías al apelante, pero este: acudía a las reuniones sin estar 

preparado; no incorporaba las tácticas para ampliar contactos a las 

cuentas asignadas; tampoco se ajustaba a tales guías para lograr 

mejorías.13 De aquí que el señor Vázquez Carrillo repitiera en la 

deposición que se le tomó, que el incumplimiento de las metas por el 

apelante fue uno de los factores considerados para su despido, pero 

también se sopesó la negativa de este a cumplir con los requerimientos 

del plan de mejoría, afirmando que no vimos progreso en el proceso de 

mentoría.14 Añadimos aquí que las expresiones recogidas en los 

segmentos de la deposición citadas encuentran perfecta armonía con las 

 
12 En su Oposición a sentencia sumaria el apelante citó en múltiples ocasiones las 

páginas 140-144; 147-148 y 150-153 de la deposición tomada al señor Vázquez Carrillo 

como fundamento para su argumento de trato desigual respecto a otros vendedores que 

tampoco cumplieron con sus metas. Ver, por ejemplo, las páginas 315, 328, 334, 336, 
341 y 343 del escrito en oposición a sentencia sumaria, entre otras, donde se cita el 

mismo asunto, bajo idénticos términos. 
13 Apéndice del recurso de apelación, págs. 646 
14 Íd., pág. 645-646. 
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manifestaciones que sobre el mismo tema hizo el señor Vázquez Carrillo 

en la declaración jurada que suscribió, según incluida en la Moción de 

sentencia sumaria.15 

  Entonces, visto el conjunto de la documentación presentada por 

las partes ante el TPI, reiteramos, esta sirvió para establecer la defensa 

del patrono en términos de que el despido fue por causa justificada, por 

cuanto el apelante no cumplió con sus labores de una manera eficiente, 

razón contemplada dentro de las causales para eximir al patrono de 

responsabilidad bajo la Ley Núm. 80. 

  Igual suerte corre la alegación del apelante sobre el presunto 

despido por represalia, cuando aduce haber ejercitado una de las 

actividades protegidas bajo la Ley 115-1991. Según ya hicimos referencia 

en la exposición de derecho, para que una causa de acción bajo el 

estatuto aludido prospere se requiere que el promovente establezca prima 

facie que: 1) participó en una de las actividades que la propia legislación 

denomina como protegida, y; 2) que, habiendo incurrido en tal actividad, 

fue subsiguientemente despedido, amenazado o discriminado. Velázquez 

Ortiz v. Mun. de Humacao, 197 DPR 656, 671 (2017).  

  Con la intención de establecer el primero de dichos criterios,        

—haber participado en una actividad protegida—, el apelante aduce ante 

nosotros, haber presentado una queja a la señora Nancy García, Oficial 

de Recurso Humanos de Greinger, sobre las acciones adversas, 

selectivas e injustificadas que estaban imponiéndole, que resultaban 

contrarias a las normas de la empresa, pero la queja no fue investigada. 

En su Oposición a moción de sentencia sumaria el apelante mencionó en 

reiteradas ocasiones la misma alegación.16 En consonancia, adujo en la 

Oposición a sentencia sumaria que, al momento del despido, Greinger 

 
15 Íd., págs. 197-202. 
16 Ver, Oposición a sentencia sumaria, incisos 324, 330-331, 365-367, 368.  
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conocía de la queja de De La Paz, por lo que, se presume que ese despido 

fue represivo.17     

  En la deposición que se le tomó al apelante, y formó parte de la 

prueba documental presentada en la Oposición a sentencia sumaria, 

surge que este entendía que había sido despedido por una conversación 

que tuvo con Nancy (García), que cuando empezó el PIP le dijeron que no 

era un proceso para despedir a nadie, sino para mejorar. Además, el 

apelante afirmó haberle expresado a la señora Nancy García su 

discomfort en cómo se aplicó el proceso, (el PIP), y que no estaba de 

acuerdo con él por haber sido aplicado selectivamente.18  

  Sobre la falta de prueba para establecer la presunta aplicación 

selectiva del PIP al apelante, frente a otros empleados en situación 

similar, ya hemos adjudicado que la prueba documental ante nosotros 

no sustenta tal alegación. Cuando el apelante fue preguntado sobre la 

fecha o momento en que presuntamente le expresó su discomfort a la 

señora García, relativa a la selectividad en la aplicación del plan de 

mejoramiento, no supo articular una respuesta que sirviera para 

identificar cuándo ocurrió tal evento, con relación al momento del 

despido. En la deposición que se le tomó al apelante, la representación 

legal de Greinger abordó específicamente el tema sobre cuándo ocurrió la 

reunión con la señora García, al indicarle quiero poder puntualizar en 

tiempo y espacio dónde fue que ocurrieron estas cosas…, sin embargo, a 

pesar de las múltiples preguntas dirigidas a este para lograr una 

ubicación cronológica sobre cuándo ocurrió la referida reunión, nunca 

pudo establecer una fecha cierta sobre dicho momento, más bien la 

colocó en distintos años, unas veces en octubre de 2022, otras en 

octubre de 2021, o simplemente concluyó no estar seguro de la fecha.19 

 
17 Íd, pág. 331. 
18 Íd., págs. 425-426. 
19 Ver, apéndice del recurso de apelación, págs. 426-431. 
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Lo más cercano a obtener una fecha sobre cuándo ocurrió la referida 

reunión con la señora García, juzgamos, fue cuando el apelante expresó 

o implicó que tal encuentro ocurrió cuando lo ponen en Performance.20 

Sin embargo, el apelante fue puesto en Performance en febrero de 2022, y 

el despido ocurrió en enero de 2023. 

  Lo descrito tiene por consecuencia que el apelante no pudiera 

establecer el nexo causal entre la presunta actividad protegida ejercitada 

y su posterior despido, en referencia a la proximidad que se exige exista 

entre una y la otra. Se debe recordar que la proximidad temporal entre la 

actividad protegida y la acción adversa debe ser cercana. Feliciano Marte 

v. Sheraton, supra, pág. 397. En este sentido, las declaraciones del 

apelante en la deposición fallan en establecer la cercanía de la actividad 

protegida (reunión con la señora García) con la acción adversa llevada a 

cabo por Greinger, (su despido, ocurrido en enero de 2023), de esta 

manera, el apelante falló en establecer prima facie que su despido fuera 

subsiguiente a haber participado en una actividad protegida, no se 

puede afirmar que ocurriera al poco tiempo de haber incurrido en la 

alegada actividad protegida. Rivera Menéndez v. Action Service Corp., 

supra, pág. 446.   

  A lo anterior se une que, por lo explicado al discutirse la 

desestimación de la causa de acción bajo la Ley Núm. 80, la prueba 

documental promovida por el apelante en la Oposición a sentencia 

sumaria resulta insuficiente en derecho para establecer que fuera tratado 

de forma distinta a otros empleados, ni que hubiese un patrón de 

conducta antagonista, o que las razones para el despido hubiesen estado 

plagadas de inconsistencia, elementos a considerar para determinar la 

proximidad temporal entre la acción protegida y el despido. Al contrario, 

la prueba documental establece el proceso metódico de evaluación y 

 
20 Íd, págs. 424-425.  
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mentorías que le fueron brindadas al apelante para alcanzar sus metas y 

mejorar en sus labores, pero que ello no fue conseguido, lo que 

constituyó la causa verdadera del despido.       

IV. Parte dispositiva 

  Por los fundamentos expuestos, decidimos confirmar la Sentencia 

apelada. 

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica su Secretaria. 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones  


